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Nuestra Constitución se divide en dos partes, una denominada dogmática y la segunda llamada orgánica; en la segunda de ellas se establece como se encuentran organizados los Poderes de la Nación y en la primera de ellas se encuentran consagradas las garantías individuales de los gobernados las cuales tradicionalmente se han clasificado de la siguiente manera:

· Garantías de igualdad.

· Garantías de propiedad.

· Garantías de libertad.

· Garantías sociales.

· Garantías de seguridad jurídica.

CLASIFICACION DE LAS GARANTIAS INDIVIDUALES

Para clasificar en términos generales las garantías individuales se dispone de dos criterios fundamentales:  uno que parte del punto de vista de la índole formal de la obligación estatal que surge de la relación jurídica que implica la garantía individual, y otro que toma en consideración el contenido mismo de los derechos públicos subjetivos que de la mencionada relación se forman en beneficio del sujeto activo o gobernado.

GARANTIAS DE IGUALDAD.

Jurídicamente la igualdad se traduce en que varias personas, en número indeterminado, que se encuentran en  una determinada situación, tengan la posibilidad  y capacidad de ser titulares cualitativamente de los mismos derechos y  de contraer las mismas obligaciones que emanan de dicho estado. En otras palabras, la igualdad, desde un punto de vista jurídico, se manifiesta en  la posibilidad y capacidad de que varias personas, numéricamente indeterminadas, adquieran los derechos y contraigan las obligaciones derivados de una cierta y determinada situación en que se encuentran.

La igualdad como garantía individual es, un elemento consubstancial al sujeto en su situación de  persona humana frente a sus semejantes todos, independientemente de sus condiciones jurídicas parciales y particulares  que aquel pudiese reunir

GARANTIAS DE PROPIEDAD.

La propiedad privada presenta primordialmente dos aspectos, a saber, como derecho civil subjetivo y como derecho público subjetivo. En el primer caso la propiedad se revela como un derecho que se ubica en las relaciones jurídicas privadas, esto es,  en las que se entablan entre los individuos como tales, como gobernados, como elementos de vínculos de coordinación. En su aspecto puramente civil, la propiedad es un derecho subjetivo que se hace valer frente a personas situadas en la misma posición jurídica que aquella en que se encuentra su titular. El Estado, en relaciones de imperio, de autoridad con los gobernados, es extraño a la  propiedad privada en su carácter de derecho civil: no forma parte de la relaciones jurídicas en que  ésta se puede debatir; simplemente se ostenta como mero regulador de las mismas.

GARANTIAS DE LIBERTAD

La libertad humana se concibe como el contenido de un derecho subjetivo político cuyo titular es el gobernado, con la obligación estatal correlativa impuesta al Estado y a sus autoridades;  la libertad es una garantía individual, siendo un derecho subjetivo público para su titular, consistente en un respeto u observancia, así como una obligación estatal y autoritaria concomitante.

GARANTIAS SOCIALES

Los sujetos del vínculo jurídico en que se traducen las garantías sociales, son, por un lado, las clases sociales carentes de poder económico o de los medios de producción y en general los grupos colocados en situación precaria, y por otro lado, las castas poseedoras de la riqueza y situadas en bonancible posición económica. Esta relación jurídica sólo se entabla entre sujetos colocados en una determinada situación social, económica o jurídica, y entre los que existen lazos materiales determinados, establecidos principalmente en cuanto al proceso productivo (capital por un lado y trabajo por el otro).

GARANTIAS DE SEGURIDAD JURÍDICA

El conjunto de modalidades jurídicas a que tienen que sujetarse un acto de cualquier autoridad par producir válidamente, desde un punto de vista jurídico,  la afectación en la esfera de un gobernado a los diversos derechos de éste,  y que se traduce en una serie de requisitos, condiciones, elementos, etc, es lo que constituye las garantías de seguridad jurídica. Estas implican,  en consecuencia,  el conjunto general de condiciones, requisitos, elementos o circunstancias previas a que deben sujetarse una cierta actividad estatal autoritaria para generar una afectación válida de diferente índole en la esfera del gobernado, integrada por el summum de sus derechos subjetivos.  Por ende,  un acto de autoridad que afecte el ámbito jurídico particular de un individuo como gobernado,  sin observar dichos requisitos, condiciones,  elementos o circunstancias previas, no será válido a la luz del Derecho.

La seguridad jurídica in genere,  al conceptuarse como el contenido de varias garantías individuales consagradas por la Ley Fundamental, se manifiesta como la sustancia de diversos derechos subjetivos públicos individuales del gobernado oponibles y exigibles al Estado y a sus autoridades, quienes tienen la obligación de acatarlos u observarlos. Esta obligación  estatal y autoritaria es de índole activa en la generalidad de los casos tratándose de las diferentes garantías de seguridad jurídica, o  se,  que el Estado y sus autoridades deben desempeñar, para cumplir dicha obligación actos positivos,  consistentes en realizar todos aquellos  hechos que impliquen el cumplimiento de todos lo requisitos, condiciones,  elementos o circunstancias exigidas para que la afectación que generen sea jurídicamente válida.

Por ello en esta ocasión deseamos hacer patente, el estricto apego al régimen jurídico en el cual vivimos, el cual inexcusablemente las autoridades fiscales (entiéndase SAT, IMSS, INFONAVIT, TESORERIAS DE LOS ESTADOS) están obligadas a acatar, analizando e incorporando algunos criterios de nuestros tribunales, donde se pretende definir con mayor claridad el alcance de esta garantía individual y que se desprende del artículo 16 constitucional que a la letra señala lo siguiente:

“Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”

La correlación en materia fiscal la encontramos en el artículo 38 del Código Fiscal de la Federación, el cual a la letra señala:

“Los actos administrativos que se deban notificar deberán tener por lo menos los siguientes requisitos:

I. Constar por escrito.

II. Señalar la autoridad que lo emite.

III. Estar fundado y motivado y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate.

IV. Ostentar la firma del funcionario competente y, en su caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación.

Si se trata de resoluciones administrativas que determinen la responsabilidad solidaria se señalará, además, la causa legal de la responsabilidad”

Es decir, todos los actos de la autoridad tributaria deberán cumplir con esta garantía, pero en caso de no cumplir con la misma el acto es completamente ilegal, por carecer de los requisitos mínimos de los actos administrativos.

Nos permitiremos analizar por separado estas garantías de fundamentación y motivación, ya que como se puede observar se deben cumplir ambas, es decir, no una de ellas solamente, que es el objeto principal de esta colaboración.

LA GARANTIA DE FUNDAMENTACIÓN.

La garantía de fundamentación consiste  en que los actos que originen la molestia que señala el 16 constitucional, deben basarse en una disposición normativa general , es decir, que ésta prevea la situación concreta para la cual sea procedente realizar el acto de autoridad , que exista en una ley que lo autorice.

La exigencia de fundar legalmente todo acto de molestia impone a las autoridades diversas obligaciones, que se traducen en las siguientes condiciones:

I. En que el órgano del Estado del que tal acto provenga, esté investido con facultades expresamente consignadas en la norma jurídica (ley o reglamento) para emitirlo;

II. En que el propio acto se prevea en dicha norma;

III. En que su contenido y alcance se ajusten a las disposiciones normativas que lo rijan;

IV. En que el citado acto se contenga o derive de un mandamiento escrito, en cuyo texto se expresen los preceptos 

Al respecto es importante observar algunos criterios del Poder Judicial, en tesis jurisprudenciales al respecto.

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 64, Abril de 1993

Tesis: VI. 2o. J/248
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FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.  De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. 28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo directo 367/90. Fomento y Representación Ultramar, S.A. de C.V. 29 de enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo.

Revisión fiscal 20/91. Robles y Compañía, S.A. 13 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo en revisión 67/92. José Manuel Méndez Jiménez. 25 de febrero de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Waldo Guerrero Lázcares.

Amparo en revisión 3/93. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 4 de febrero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez.

**********************************************************************************************

Séptima Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 175-180 Sexta Parte
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FUNDAMENTACION. CARACTERISTICAS DEL ACTO DE AUTORIDAD CORRECTAMENTE FUNDADO. FORMALIDAD ESENCIAL DEL ACTO ES EL CARACTER CON QUE LA AUTORIDAD RESPECTIVA LO SUSCRIBE Y EL DISPOSITIVO, ACUERDO O DECRETO QUE LE OTORGUE TAL LEGITIMACION.  Para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: A) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, es decir los supuestos normativos en que encuadra la conducta del gobernado, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos y fracciones. B) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades, para emitir el acto en agravio del gobernado. Ahora bien, siguiendo una secuencia lógica, este tribunal considera que la citación de los artículos que otorgan competencia, debe realizarse también con toda exactitud, señalándose el inciso, subinciso y fracción o fracciones que establezcan las facultades que en el caso concreto, la autoridad está ejercitando al emitir el acto de poder en perjuicio del gobernado. En efecto, la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 constitucional lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la citación de los cuerpos legales, preceptos, incisos, subincisos y fracciones de los mismos que se están aplicando al particular en el caso concreto, y no es posible abrigar en la garantía individual comentada, ninguna clase de ambigüedad, o imprecisión, puesto que el objetivo de la misma primordialmente se constituye por una exacta individualización del acto autoritario, de acuerdo a la conducta realizada por el particular, la aplicación de las leyes a la misma y desde luego, la exacta citación de los preceptos competenciales, que permiten a las autoridades la emisión del acto de poder.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 16/83. Jorge León Rodal Flores. 12 de julio de 1983. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel.

**********************************************************************************************

Séptima Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 139-144 Tercera Parte
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FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCION Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.  Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.

Sexta Epoca, Tercera Parte:

Volumen CXXXII, pág. 49. Revisión fiscal 530/65. Concretos Alta Resistencia, S. A. de C. V. 6 de junio de 1968. Cinco votos. Ponente: Jorge Iñárritu.

Séptima Epoca, Tercera Parte:

Volúmenes 115-120, pág. 70. Amparo directo 1247/77. Afianzadora Mexicana S. A. 29 de noviembre de 1978. Cinco votos. Ponente: Eduardo Langle Martínez.

Volúmenes 121-126, pág. 55. Amparo directo 393/78. El Nuevo Mundo México, S. A. 26 de febrero de 1979. Cinco votos. Ponente: Atanasio González Martínez.

Volúmenes 127-132, pág. 51. Amparo en revisión 766/79. Comisariado ejidal del poblado Emiliano Zapata, municipio de La Huerta, Jalisco. 9 de agosto de 1979. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Eduardo Langle Martínez.

Volúmenes 139-144. pág. 74. Revisión fiscal 81/88. Cereales Seleccionados, S. A. 17 de noviembre de 1980. Cinco votos. Ponente: Atanasio González Martínez.

LA GARANTIA DE MOTIVACIÓN.

La motivación de la causa legal del procedimiento implica que, existiendo una norma jurídica, el caso o situación concretos al respecto de los que se pretende cometer el acto autoritario de molestia, sean aquellos a que alude la disposición legal.

Ahora bien el Maestro Luis Raúl Díaz González
 establece que “es la acción que lleva a cabo una autoridad cuando en su determinación incluye el razonamiento expreso, que explica y justifica las causas que tomó en cuenta para establecer que determinado caso concreto se ajusta exactamente a la hipótesis legal.”

Al respecto es importante considerar también algunas tesis jurisprudenciales del Poder Judicial, inherentes a la garantía de motivación.

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: VI Segunda Parte-1

Tesis: VI. 2o. J/63-2      
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MOTIVACION.  Cuando en una resolución de la autoridad administrativa se expresan con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para la emisión del acto, se estima cumplido el requisito que exige el artículo 16 constitucional, siendo para ello suficiente que el razonamiento substancial que al efecto se produzca quede claro. Por ende, sólo la omisión total de motivación o que, la que se exprese, sea tan imprecisa que no de elementos al afectado para defender sus derechos o para impugnar el razonamiento aducido por la autoridad responsable, puede motivar la concesión del amparo por la falta de dicho requisito; pero no cuando el afectado reconozca la esencia de los argumentos legales y las consideraciones en que se apoyó la responsable, pues en tal hipótesis está en aptitud de alegar y defenderse en contra de lo considerado por la autoridad.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 443/87. Equipo Marino e Industrial El Faro, S. A de C. V. 1o. marzo de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo directo 78/90. Evelia Muñoz Acevedo. 22 de marzo de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo directo 88/90. Comercializadora del Lago, S. A. de C. V. 4 de abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván.

Amparo directo 47/90. Grupo Electrónico Industrial G & R, S. A. de C. V. 8 de mayo de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique Crispín Campos Ramírez.

Amparo en revisión 7/90. Beatriz Martínez Sánchez. 11 de mayo de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

La siguiente tesis, es valiosísima cuando las autoridades tributarias emiten multas, las cuales hasta el día de hoy no cumplen con ello, que no es más que el cumplimiento de la garantía de motivación.

Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Fuente:    Semanario Judicial de la Federación

Tomo:     90 Sexta Parte
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MULTAS, CUANTIFICACION DE LAS, EN MATERIA FISCAL.  Precisando criterios anteriores, este Tribunal considera que para la cuantificación de las multas fiscales, cuando la ley señala un mínimo y un máximo, la autoridad debe razonar su arbitrio y tomar en consideración los siguientes elementos básicos: a) el monto del perjuicio sufrido por el Fisco con la infracción (elemento que a veces ya está considerado en la norma, cuando los límites de la multa se fijan en función del impuesto omitido); b) la negligencia o mala fe del causante; o la espontaneidad de su conducta para acatar la ley, aunque extemporáneamente; c) si se trata de una infracción aislada, o de una infracción insistentemente repetida por dicho causante, y d) la capacidad económica del infractor. Pues la multa debe ser proporcional al daño que la infracción causa, y para fijarla se debe considerar la malicia y la reiteración del causante, así como sancionar con distinta medida a quienes tienen diferente capacidad, para no lastimar más a quien tiene menos, por una causa semejante. El único monto que las autoridades pueden imponer sin razonar su arbitrio, demostrada la infracción, es el mínimo, pues ello implica que se ha aceptado un máximo de circunstancias atenuantes. Pero para imponer un monto superior al mínimo, sin que su determinación resulte arbitraria y caprichosa, las autoridades están obligadas a razonar el uso de sus facultades legales al respecto, para no violar el principio constitucional de fundamentación y motivación (artículo 16), y dar a los afectados plena oportunidad de defensa, respecto de los datos y elementos que sirvieron para individualizar la sanción.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Séptima Epoca:

Volumen 74, Sexta Parte, pág. 42. Amparo directo 1/75. Ingenio Zapoapita, S. A. 4 de febrero de 1975. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco.

Volumen 86, Sexta Parte, pág. 58. Amparo directo 587/75. Alfonso Capistrán Guadalajara. 17 de febrero de 1976. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volumen 90, Sexta Parte, pág. 114. Amparo en revisión 71/75. Inmobiliaria Invernal, S. A. 9 de abril de 1975. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volumen 90, Sexta Parte, pág. 114. Amparo directo 197/75. Gas Azteca, S. A. 9 de abril de 1975. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volumen 90, Sexta Parte, pág. 114. Amparo directo 607/75. Gaz Azteca, S. A. 25 de noviembre de 1975. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Novena Epoca

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: III, Marzo de 1996

Tesis: VI.2o. J/43
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FUNDAMENTACION Y MOTIVACION.  La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. de C.V. 28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Revisión fiscal 103/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 18 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Alejandro Esponda Rincón.

Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique Crispín Campos Ramírez.

Amparo en revisión 597/95. Emilio Maurer Bretón. 15 de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo directo 7/96. Pedro Vicente López Miro. 21 de febrero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. 

CONCLUSIONES:

Es evidente que este tipo de conceptos en ocasiones son sumamente complejos, por lo que procedemos a emitir estas dos definiciones:

Fundamentación: Representa el plasmar el precepto legal, en el cual la autoridad se apoya, es decir, reconocer la competencia para realizar determinado acto. En cuyo caso de no existir en ley, dicha facultad o atribución resulta ilegal.

Motivación: Representa el señalar las condiciones de hecho o de derecho por las que se emitió el acto administrativo a las cuales les es aplicable un precepto legal, implica el precisar razones congruentes del porque de su actuación.

Es importante resaltar las siguientes consideraciones:

· La fundamentación y motivación deben plasmarse en el mismo documento del acto de molestia y no en otro distinto.

· Se deben de cumplir los dos requisitos de fundar y motivar, ya que el vocablo “y” es incluyente, es decir, no es excluyente, en caso opuesto el acto de autoridad será completamente ilegal.

· Lo invitamos a revisar minuciosamente los requerimientos, multas, actas de visita, ordenes de embargo, entre otros actos administrativos; que constantemente emiten las diversas autoridades fiscales, para observar si cumplen con estas garantías individuales de fundamentación y motivación, ya que en dado caso proceden íntegramente los medios de defensa.

· Tenga mucho cuidado con las arbitrariedades que cometen las autoridades fiscales, en días recientes uno de mis clientes fue objeto de una revisión de gabinete, de la cual se desprendieron algunas multas por pagos extemporáneos, las cuales estas personas (auditores del SAT) quieren que se paguen así porque sí, olvidándoseles a los mismos que deben emitir una liquidación fundada y motivada; la cual seguiremos esperando para interponer medios de defensa.

· Todo nuestro derecho es escrito, no se vale que le pidan documentos por teléfono o en el instante, por lo cual deberán enviar un requerimiento o levantar un acta de todo lo que necesiten, pero obviamente fundando y motivando sus actuaciones.

· Estas garantías de seguridad jurídica, es imperante que los contribuyentes hagamos que se respeten en beneficio de nuestro Estado de Derecho, aunque a la autoridad le desagrade el perder tantos pleitos en tribunales.

· Seguimos esperando sus opiniones y comentarios al siguiente correo: contadorespinosa@prodigy.net.mx o www.espinosacampos.com
� Díaz González Luis Raúl, Diccionario Jurídico para Contadores y  Administradores, Editorial Gasca-Sicco , 2002.





